
 

CONVENIO Nro. EPAA-AA-GADMAA-2026-001 
 

CONVENIO DE COOPERACIÓN INTERINSTITUCIONAL ENTRE EL GOBIERNO AUTÓNOMO 
DESCENTRALIZADO MUNICIPAL DEL CANTÓN ANTONIO ANTE, GADM-AA Y LA EMPRESA 

PÚBLICA DE AGUA POTABLE Y ALCANTARILLADO DE ANTONIO ANTE, PARA LA EJECUCIÓN DEL 
PROYECTO “PERFORACIÓN Y CONSTRUCCIÓN DE 1 POZO PARA LA DOTACIÓN DE AGUA POTABLE 

DE LAS PARROQUIAS DE ANDRADE MARÍN, NATABUELA Y ATUNTAQUI DEL CANTÓN ANTONIO 
ANTE”.  

 
COMPARECIENTES: 
 
Comparecen a la celebración del presente Convenio; por una parte, el Gobierno Autónomo Descentralizado 
Municipal del cantón Antonio Ante, representado legalmente por el Abg. César Escobar Vallejos, en su calidad 
de Alcalde de Antonio Ante, a quien en adelante se denominará “GADM-AA”; y por otra parte, la Empresa 
Pública de Agua Potable y Alcantarillado de Antonio Ante, representado legalmente por el Ing. Galo Aníbal 
Tipaz López, en su calidad de Gerente General, a quien en adelante se denominará “EPAA-AA”; para efectos del 
presente instrumento, de forma conjunta los comparecientes se denominarán “LAS PARTES”. 
Los comparecientes en uso de sus atribuciones y al representar a estas personerías jurídicas, de forma libre y 
voluntaria interviene en la suscripción del presente Convenio de Cooperación Interinstitucional, al tenor de las 
siguientes cláusulas:  
 
CLÁUSULA PRIMERA. – BASE NORMATIVA:  
 
CONSTITUCIÓN DE LA REPÚBLICA DEL ECUADOR 
 
El artículo 1 de la Constitución de la República del Ecuador, en adelante CRE, señala: “…El Ecuador es un Estado 
constitucional de derechos y justicia, social, democrático, soberano, independiente, unitario, intercultural, plurinacional y laico. 
Se organiza en forma de república y se gobierna de manera descentralizada. La soberanía radica en el pueblo, cuya voluntad es 
el fundamento de la autoridad, y se ejerce a través de los órganos del poder público y de las formas de participación directa 
previstas en la Constitución. Los recursos naturales no renovables del territorio del Estado pertenecen a su patrimonio 
inalienable, irrenunciable e imprescriptible…”; 
 
El artículo 3 numeral 1 de la CRE, indica: “…Son deberes primordiales del Estado:  1. Garantizar sin discriminación alguna 
el efectivo goce de los derechos establecidos en la Constitución y en los instrumentos internacionales, en particular la educación, 
la salud, la alimentación, la seguridad social y el agua para sus habitantes…”; 
 
El artículo 12 de la CRE, indica: “…El derecho humano al agua es fundamental e irrenunciable. El agua constituye 
patrimonio nacional estratégico de uso público, inalienable, imprescriptible, inembargable y esencial para la vida…”; 
 
El artículo 66 numeral 2 de la CRE indica: “…Se reconoce y garantizará a las personas: 2. El derecho a una vida digna, que 
asegure la salud, alimentación y nutrición, agua potable, vivienda, saneamiento ambiental, educación, trabajo, empleo, 
descanso y ocio, cultura física, vestido, seguridad social y otros servicios sociales necesarios…”; 
 
El artículo 76, numeral 7, literal l, de la CRE, señala: “…En todo proceso en el que se determinen derechos y obligaciones 
de cualquier orden, se asegurará el derecho al debido proceso que incluirá las siguientes garantías básicas: 7. El derecho de las 
personas a la defensa incluirá las siguientes garantías: l) Las resoluciones de los poderes públicos deberán ser motivadas. No 
habrá motivación si en la resolución no se enuncian las normas o principios jurídicos en que se funda y no se explica la 
pertinencia de su aplicación a los antecedentes de hecho. Los actos administrativos, resoluciones o fallos que no se encuentren 
debidamente motivados se considerarán nulos. Las servidoras o servidores responsables serán sancionados…”; 
 
El artículo 82 de la CRE establece: “…El derecho a la seguridad jurídica se fundamenta en el respeto a la Constitución y en 
la existencia de normas jurídicas previas, claras, públicas y aplicadas por las autoridades competentes…”; 
 
El artículo 226 de la CRE establece: “…Las instituciones del Estado, sus organismos, dependencias, las servidoras o 
servidores públicos y las personas que actúen en virtud de una potestad estatal ejercerán solamente las competencias y 
facultades que les sean atribuidas en la Constitución y la ley. Tendrán el deber de coordinar acciones para el cumplimiento de 
sus fines y hacer efectivo el goce y ejercicio de los derechos reconocidos en la Constitución…”; 
 
El artículo 227 de la CRE establece: “…La administración pública constituye un servicio a la colectividad que se rige por 
los principios de eficacia, eficiencia, calidad, jerarquía, desconcentración, descentralización, coordinación, participación, 
planificación, transparencia y evaluación…”; 
 



 

El artículo 264 numeral 4 de la CRE indica: “…Los gobiernos municipales tendrán las siguientes competencias exclusivas 
sin perjuicio de otras que determine la ley: 4. Prestar los servicios públicos de agua potable, alcantarillado, depuración de aguas 
residuales, manejo de desechos sólidos, actividades de saneamiento ambiental y aquellos que establezca la ley…”; 
 
El artículo 314 de la CRE indica: “…El Estado será responsable de la provisión de los servicios públicos de agua potable y de 
riego, saneamiento, energía eléctrica, telecomunicaciones, vialidad, infraestructuras portuarias y aeroportuarias, y los demás 
que determine la ley. El Estado garantizará que los servicios públicos y su provisión respondan a los principios de 
obligatoriedad, generalidad, uniformidad, eficiencia, responsabilidad, universalidad, accesibilidad, regularidad, continuidad y 
calidad. El Estado dispondrá que los precios y tarifas de los servicios públicos sean equitativos, y establecerá su control y 
regulación…”; 
 
El artículo 315 de la CRE señala: “…El Estado constituirá empresas públicas para la gestión de sectores estratégicos, la 
prestación de servicios públicos, el aprovechamiento sustentable de recursos naturales o de bienes públicos y el desarrollo de 
otras actividades económicas. Las empresas públicas estarán bajo la regulación y el control específico de los organismos 
pertinentes, de acuerdo con la ley; funcionarán como sociedades de derecho público, con personalidad jurídica, autonomía 
financiera, económica, administrativa y de gestión, con altos parámetros de calidad y criterios empresariales, económicos, 
sociales y ambientales. Los excedentes podrán destinarse a la inversión y reinversión en las mismas empresas o sus subsidiarias, 
relacionadas o asociadas, de carácter público, en niveles que garanticen su desarrollo. Los excedentes que no fueran invertidos 
o reinvertidos se transferirán al Presupuesto General del Estado. La ley definirá la participación de las empresas públicas en 
empresas mixtas en las que el Estado siempre tendrá la mayoría accionaria, para la participación en la gestión de los sectores 
estratégicos y la prestación de los servicios públicos…”; 
 
El artículo 318 de la CRE, señala: “…El agua es patrimonio nacional estratégico de uso público, dominio inalienable e 
imprescriptible del Estado, y constituye un elemento vital para la naturaleza y para la existencia de los seres humanos. Se 
prohíbe toda forma de privatización del agua. La gestión del agua será exclusivamente pública o comunitaria. El servicio público 
de saneamiento, el abastecimiento de agua potable y el riego serán prestados únicamente por personas jurídicas estatales o 
comunitarias. El Estado fortalecerá la gestión y funcionamiento de las iniciativas comunitarias en torno a la gestión del agua y 
la prestación de los servicios públicos, mediante el incentivo de alianzas entre lo público y comunitario para la prestación de 
servicios. El Estado, a través de la autoridad única del agua, será el responsable directo de la planificación y gestión de los 
recursos hídricos que se destinarán a consumo humano, riego que garantice la soberanía alimentaria, caudal ecológico y 
actividades productivas, en este orden de prelación. Se requerirá autorización del Estado para el aprovechamiento del agua con 
fines productivos por parte de los sectores público, privado y de la economía popular y solidaria, de acuerdo con la ley…”; 
 
El artículo 411 de la CRE indica: “…El Estado garantizará la conservación, recuperación y manejo integral de los recursos 
hídricos, cuencas hidrográficas y caudales ecológicos asociados al ciclo hidrológico. Se regulará toda actividad que pueda afectar 
la calidad y cantidad de agua, y el equilibrio de los ecosistemas, en especial en las fuentes y zonas de recarga de agua. La 
sustentabilidad de los ecosistemas y el consumo humano serán prioritarios en el uso y aprovechamiento del agua…”; 
 
El artículo 412 de la CRE, indica: “…La autoridad a cargo de la gestión del agua será responsable de su planificación, 
regulación y control. Esta autoridad cooperará y se coordinará con la que tenga a su cargo la gestión ambiental para garantizar 
el manejo del agua con un enfoque ecosistémico…”; 
 
CÓDIGO ORGÁNICO DE ORGANIZACION TERRITORIAL, AUTONOMÍA Y DESCENTRALIZACIÓN 
 
El artículo 3 del Código Orgánico de Organización Territorial, Autonomía y Descentralización, en adelante 
COOTAD, indica: “…Principios.- El ejercicio de la autoridad y las potestades públicas de los gobiernos autónomos 
descentralizados se regirán por los siguientes principios: a) Unidad.- Los distintos niveles de gobierno tienen la obligación de 
observar la unidad del ordenamiento jurídico, la unidad territorial, la unidad económica y la unidad en la igualdad de trato, 
como expresión de la soberanía del pueblo ecuatoriano. La unidad jurídica se expresa en la Constitución como norma suprema 
de la República y las leyes, cuyas disposiciones deben ser acatadas por todos los niveles de gobierno, puesto que ordenan el 
proceso de descentralización y autonomías. La unidad territorial implica que, en ningún caso, el ejercicio de la autonomía 
permitirá el fomento de la separación y la secesión del territorio nacional. La unidad económica se expresa en un único orden 
económico-social y solidario a escala nacional, para que el reparto de las competencias y la distribución de los recursos públicos 
no produzcan inequidades territoriales. La igualdad de trato implica que todas las personas son iguales y gozarán de los mismos 
derechos, deberes y oportunidades, en el marco del respeto a los principios de interculturalidad y plurinacionalidad, equidad de 
género, generacional, los usos y costumbres. b) Solidaridad. – Todos los niveles de gobierno tienen como obligación compartida 
la construcción del desarrollo justo, equilibrado y equitativo de las distintas circunscripciones territoriales, en el marco del 
respeto de la diversidad y el ejercicio pleno de los derechos individuales y colectivos. En virtud de este principio es deber del 
Estado, en todos los niveles de gobierno, redistribuir y reorientar los recursos y bienes públicos para compensar las inequidades 
entre circunscripciones territoriales; garantizar la inclusión, la satisfacción de las necesidades básicas y el cumplimiento del 
objetivo del buen vivir. c) Coordinación y corresponsabilidad. – Todos los niveles de gobierno tienen responsabilidad compartida 
con el ejercicio y disfrute de los derechos de la ciudadanía, el buen vivir y el desarrollo de las diferentes circunscripciones 
territoriales, en el marco de las competencias exclusivas y concurrentes de cada uno de ellos. Para el cumplimiento de este 
principio se incentivará a que todos los niveles de gobierno trabajen de manera articulada y complementaria para la generación 



 

y aplicación de normativas concurrentes, gestión de competencias, ejercicio de atribuciones. En este sentido, se podrán suscribir 
acuerdos de cooperación interinstitucional, asociatividad, mancomunamiento, entre otros, conforme con lo que establece este 
Código.  d) Subsidiariedad. – La subsidiariedad supone privilegiar la gestión de los servicios, competencias y políticas públicas 
por parte de los niveles de gobierno más cercanos a la población, con el fin de mejorar su calidad y eficacia y alcanzar una mayor 
democratización y control social de los mismos. En virtud de este principio, el gobierno central no ejercerá competencias que 
pueden ser cumplidas eficientemente por los niveles de gobierno más cercanos a la población y solo se ocupará de aquellas que 
le corresponda, o que por su naturaleza sean de interés o implicación nacional o del conjunto de un territorio. Se admitirá el 
ejercicio supletorio y temporal de competencias por otro nivel de gobierno en caso de deficiencias, de omisión, de desastres 
naturales o de paralizaciones comprobadas en la gestión, conforme el procedimiento establecido en este Código. e) 
Complementariedad. – Los gobiernos autónomos descentralizados tienen la obligación compartida de articular sus planes de 
desarrollo territorial al Plan Nacional de Desarrollo y gestionar sus competencias de manera complementaria para hacer 
efectivos los derechos de la ciudadanía y el régimen del buen vivir y contribuir así al mejoramiento de los impactos de las 
políticas públicas promovidas por el Estado ecuatoriano. f) Equidad interterritorial. – La organización territorial del Estado y 
la asignación de competencias y recursos garantizarán el desarrollo equilibrado de todos los territorios, la igualdad de 
oportunidades y el acceso a los servicios públicos. g) Participación ciudadana. – La participación es un derecho cuya titularidad 
y ejercicio corresponde a la ciudadanía. El ejercicio de este derecho será respetado, promovido y facilitado por todos los órganos 
del Estado de manera obligatoria, con el fin de garantizar la elaboración y adopción compartida de decisiones, entre los diferentes 
niveles de gobierno y la ciudadanía, así como la gestión compartida y el control social de planes, políticas, programas y proyectos 
públicos, el diseño y ejecución de presupuestos participativos de los gobiernos. En virtud de este principio, se garantizan además 
la transparencia y la rendición de cuentas, de acuerdo con la Constitución y la ley. Se aplicarán los principios de 
interculturalidad y plurinacionalidad, equidad de género, generacional, y se garantizarán los derechos colectivos de las 
comunidades, pueblos y nacionalidades, de conformidad con la Constitución, los instrumentos internacionales y la ley. h) 
Sustentabilidad del desarrollo. – Los gobiernos autónomos descentralizados priorizarán las potencialidades, capacidades y 
vocaciones de sus circunscripciones territoriales para impulsar el desarrollo y mejorar el bienestar de la población, e impulsarán 
el desarrollo territorial centrado en sus habitantes, su identidad cultural y valores comunitarios. La aplicación de este principio 
conlleva asumir una visión integral, asegurando los aspectos sociales, económicos, ambientales. culturales e institucionales, 
armonizados con el territorio y aportarán al desarrollo justo y equitativo de todo el país…”; 
 
El artículo 4 del COOTAD determina: “…Fines de los gobiernos autónomos descentralizados. – Dentro de sus respectivas 
circunscripciones territoriales son fines de los gobiernos autónomos descentralizados: b) La garantía, sin discriminación alguna 
y en los términos previstos en la Constitución de la República, de la plena vigencia y el efectivo goce de los derechos individuales 
y colectivos constitucionales y de aquellos contemplados en los instrumentos internacionales; h) La generación de condiciones 
que aseguren los derechos y principios reconocidos en la Constitución a través de la creación y funcionamiento de sistemas de 
protección integral de sus habitantes…”; 
 
El artículo 5 del COOTAD, indica: “…La autonomía política, administrativa y financiera de los gobiernos autónomos 
descentralizados y regímenes especiales prevista en la Constitución comprende el derecho y la capacidad efectiva de estos niveles 
de gobierno para regirse mediante normas y órganos de gobierno propios, en sus respectivas circunscripciones territoriales, bajo 
su responsabilidad, sin intervención de otro nivel de gobierno y en beneficio de sus habitantes. Esta autonomía se ejercerá de 
manera responsable y solidaria. En ningún caso pondrá en riesgo el carácter unitario del Estado y no permitirá la secesión del 
territorio nacional. La autonomía política es la capacidad de cada gobierno autónomo descentralizado para impulsar procesos y 
formas de desarrollo acordes a la historia, cultura y características propias de la circunscripción territorial. Se expresa en el 
pleno ejercicio de las facultades normativas y ejecutivas sobre las competencias de su responsabilidad; las facultades que de 
manera concurrente se vayan asumiendo: la capacidad de emitir políticas públicas territoriales; la elección directa que los 
ciudadanos hacen de sus autoridades mediante sufragio universal, directo y secreto; y, el ejercicio de la participación ciudadana. 
La autonomía administrativa consiste en el pleno ejercicio de la facultad de organización y de gestión de sus talentos humanos 
y recursos materiales para el ejercicio de sus competencias y cumplimiento de sus atribuciones, en forma directa o delegada, 
conforme a lo previsto en la Constitución y la ley. La autonomía financiera se expresa en el derecho de los gobiernos autónomos 
descentralizados de recibir de manera directa, predecible, oportuna, automática y sin condiciones, los recursos que les 
corresponden de su participación en el Presupuesto General de Estado, así como en la capacidad de generar y administrar sus 
propios recursos, incluyendo aquellos obtenidos de la gestión de cooperación internacional, de acuerdo con lo dispuesto en la 
Constitución y la ley. Su ejercicio no excluirá la acción de los organismos nacionales de control en uso de sus facultades 
constitucionales y legales…”; 
  
El artículo 53 del COOTAD, indica: “…Naturaleza jurídica. – Los gobiernos autónomos descentralizados municipales son 
personas jurídicas de derecho público, con autonomía política, administrativa y financiera. Estarán integrados por las funciones 
de participación ciudadana; legislación y fiscalización: y, ejecutivas previstas en este Código, para el ejercicio de las funciones 
y competencias que le corresponden. La sede del gobierno autónomo descentralizado municipal será la cabecera cantonal 
prevista en la ley de creación del cantón…”; 
 
El artículo 54 del COOTAD, manifiesta: “…Funciones. – Son funciones del gobierno autónomo descentralizado municipal 
las siguientes: a) Promover el desarrollo sustentable de su circunscripción territorial cantonal, para garantizar la realización 
del buen vivir a través de la implementación de políticas públicas cantonales, en el marco de sus competencias constitucionales 
y legales…”; 



 

 
El artículo 55 del COOTAD, establece: “…Competencias exclusivas del gobierno autónomo descentralizado municipal. – 
Los gobiernos autónomos descentralizados municipales tendrán las siguientes competencias exclusivas sin perjuicio de otras 
que determine la ley: d) Prestar los servicios públicos básicos de agua potable, alcantarillado sanitario y pluvial con depuración 
de aguas residuales, manejo de desechos sólidos mediante rellenos sanitarios, otras actividades de saneamiento ambiental y 
aquellos que establezca la Ley…”; 
 
El artículo 59 del COOTAD, dispone: “…Alcalde o alcaldesa. – El alcalde o alcaldesa es la primera autoridad del ejecutivo 
del gobierno autónomo descentralizado municipal, elegido por votación popular, de acuerdo con los requisitos y regulaciones 
previstas en la ley de la materia electoral…”; 
 
El artículo 60 del COOTAD, determina: “…Atribuciones del alcalde o alcaldesa. – Le corresponde al alcalde o alcaldesa: a) 
Ejercer la representación legal del gobierno autónomo descentralizado municipal; y la representación judicial conjuntamente 
con el procurador síndico; n) Suscribir contratos, convenios e instrumentos que comprometan al gobierno autónomo 
descentralizado municipal, de acuerdo con la ley. Los convenios de crédito o aquellos que comprometan el patrimonio 
institucional requerirán autorización del Concejo, en los montos y casos previstos en las ordenanzas cantonales que se dicten 
en la materia; v) Coordinar la acción municipal con las demás entidades públicas y privadas…”; 
 
El artículo 137 del COOTAD indica: “…Ejercicio de las competencias de prestación de servicios públicos. – Las competencias 
de prestación de servicios públicos de agua potable, en todas sus fases, las ejecutarán los gobiernos autónomos descentralizados 
municipales con sus respectivas normativas y dando cumplimiento a las regulaciones y políticas nacionales establecidas por las 
autoridades correspondientes. Los servicios que se presten en las parroquias rurales se deberán coordinar con los gobiernos 
autónomos descentralizados de estas jurisdicciones territoriales y las organizaciones comunitarias del agua existentes en el 
cantón. Los gobiernos autónomos descentralizados municipales planificarán y operarán la gestión integral del servicio público 
de agua potable en sus respectivos territorios, y coordinarán con los gobiernos autónomos descentralizados regional y provincial 
el mantenimiento de las cuencas hidrográficas que proveen el agua para consumo humano. Además, podrán establecer convenios 
de mancomunidad con las autoridades de otros cantones y provincias en cuyos territorios se encuentren las cuencas hidrográficas 
que proveen el líquido vital para consumo de su población. Los servicios públicos de saneamiento y abastecimiento de agua potable 
serán prestados en la forma prevista en la Constitución y la ley. Se fortalecerá la gestión y funcionamiento de las iniciativas 
comunitarias en torno a la gestión del agua y la prestación de los servicios públicos, mediante el incentivo de alianzas entre lo 
público y lo comunitario. Cuando para la prestación del servicio público de agua potable, el recurso proviniere de fuente hídrica 
ubicada en otra circunscripción territorial cantonal o provincial, se establecerán con los gobiernos autónomos correspondientes 
convenios de mutuo acuerdo en los que se considere un retorno económico establecido técnicamente. Las competencias de 
prestación de servicios públicos de alcantarillado, depuración de aguas residuales, manejo de desechos sólidos, y actividades de 
saneamiento ambiental, en todas sus fases, las ejecutarán los gobiernos autónomos descentralizados municipales con sus 
respectivas normativas. Cuando estos servicios se presten en las parroquias rurales se deberá coordinar con los gobiernos 
autónomos descentralizados parroquiales rurales. La provisión de los servicios públicos responderá a los principios de solidaridad, 
obligatoriedad, generalidad, uniformidad, eficiencia, responsabilidad, universalidad, accesibilidad, regularidad, continuidad y 
calidad. Los precios y tarifas de estos servicios serán equitativos, a través de tarifas diferenciadas a favor de los sectores con 
menores recursos económicos, para lo cual se establecerán mecanismos de regulación y control, en el marco de las normas 
nacionales. De manera complementaria y sin perjuicio de lo anterior, los gobiernos autónomos descentralizados parroquiales 
rurales gestionarán, coordinarán y administrarán los servicios públicos que le sean delegados por los gobiernos autónomos 
descentralizados municipales. Vigilarán con participación ciudadana la ejecución de las obras de infraestructura y la calidad de 
los servicios públicos existentes en su jurisdicción. Los gobiernos autónomos descentralizados municipales realizarán alianzas 
con los sistemas comunitarios para gestionar conjuntamente con las juntas administradoras de agua potable y alcantarillado 
existentes en las áreas rurales de su circunscripción. Fortaleciendo el funcionamiento de los sistemas comunitarios. Los gobiernos 
autónomos descentralizados municipales podrán delegar las competencias de gestión de agua potable y alcantarillado a los 
gobiernos parroquiales rurales. Todas las instancias responsables de la prestación de los servicios deberán establecer mecanismos 
de control de calidad y los procedimientos de defensa de los consumidores y consumidoras; y las sanciones por vulneración de 
estos derechos, la reparación e indemnización por deficiencias, daños o mala calidad de bienes y servicios, y por la interrupción 
de los servicios públicos que no fuera ocasionada por caso fortuito o fuerza mayor…”; 
 
El artículo 274 del COOTAD refiere: ”…Responsabilidad.- Los gobiernos autónomos descentralizados son responsables por la 
prestación de los servicios públicos y la implementación de las obras que les corresponda ejecutar para el cumplimiento de las 
competencias que la Constitución y la ley les reconoce, de acuerdo con sus respectivos planes de desarrollo y de ordenamiento 
territorial, asegurando la distribución equitativa de los beneficios y las cargas, en lo que fuere aplicable, de las intervenciones 
entre los distintos actores públicos y de la sociedad de su territorio. Los usuarios de los servicios públicos prestados y de las obras 
ejecutadas por los gobiernos autónomos descentralizados serán corresponsables de su uso, mantenimiento y conservación. Se 
aplicarán modalidades de gestión que establezcan incentivos y compensaciones adecuadas a la naturaleza de sus fines. Los 
gobiernos autónomos descentralizados deberán obligatoriamente zonificar la infraestructura de la prestación de los servicios 
públicos que sean proporcionados a la comunidad a fin de evitar desplazamientos innecesarios para acceder a ellos…”; 
 
El artículo 275 del COOTAD indica: “…Los gobiernos autónomos descentralizados regional, provincial, distrital o cantonal 
podrán prestar los servicios y ejecutar las obras que son de su competencia en forma directa, por contrato, gestión compartida, 



 

por delegación a otro nivel de gobierno o cogestión con la comunidad y empresas de economía mixta. Los gobiernos autónomos 
descentralizados parroquiales rurales prestarán sus servicios en forma directa, por contrato o gestión compartida mediante la 
suscripción de convenios con los gobiernos provinciales, municipales y con las respectivas comunidades beneficiarias…”; 
 
El artículo 276 del COOTAD señala: “…Gestión institucional directa. – Es la que realiza cada gobierno autónomo 
descentralizado a través de su propia institución, mediante la unidad o dependencia prevista en la estructura orgánica que el 
órgano de gobierno cree para tal propósito…”; 
 
El artículo 277 del COOTAD señala: “…Creación de empresas públicas. – Los gobiernos regional, provincial, metropolitano 
o municipal podrán crear empresas públicas siempre que esta forma de organización convenga más a sus intereses y a los de la 
ciudadanía: garantice una mayor eficiencia y mejore los niveles de calidad en la prestación de servicios públicos de su 
competencia o en el desarrollo de oirás actividades de emprendimiento. La creación de estas empresas se realizará por acto 
normativo del órgano de legislación del gobierno autónomo descentralizado respectivo y observará las disposiciones y requisitos 
previstos en la ley que regule las empresas públicas. La administración cautelará la eficiencia, eficacia y economía, evitando 
altos gastos administrativos a fin de que la sociedad reciba servicios de calidad a un costo justo y razonable…”; 
 
El artículo 278 del COOTAD determina: “…Gestión por contrato. – En la adquisición o arrendamiento de bienes, ejecución 
de obras y prestación de servicios, incluidos los de consultaría, los gobiernos autónomos descentralizados observarán las 
disposiciones. principios, herramientas e instrumentos previstos en la Ley que regule la contratación pública…”; 
 
El artículo 418 del COOTAD refiere a los Bienes afectados al servicio público: “…Son aquellos que se han adscrito 
administrativamente a un servicio público de competencia del gobierno autónomo descentralizado o que se han adquirido o 
construido para tal efecto. Estos bienes, en cuanto tengan precio o sean susceptibles de avalúo, figurarán en el activo del balance 
del gobierno autónomo descentralizado o de la respectiva empresa responsable del servicio. Constituyen bienes afectados al servicio 
público: f) Las obras de infraestructura realizadas bajo el suelo tales como canaletas, ductos subterráneos, sistemas de 
alcantarillado entre otros; g) Otros bienes de activo fijo o circulante, destinados al cumplimiento de los fines de los gobiernos 
autónomos descentralizados, según lo establecido por este Código, no mencionados en este artículo…” 
 
LEY ORGÁNICA DE EMPRESAS PÚBLICAS 
 
El artículo 3 de la Ley Orgánica de Empresas Públicas, en adelante LOEP, indica: “…Principios.- Las empresas públicas 
se rigen por los siguientes principios: 3. Actuar con eficiencia, racionalidad, rentabilidad y control social en la exploración, 
explotación e industrialización de los recursos naturales renovables y no renovables y en la comercialización de sus productos 
derivados, preservando el ambiente; 4. Propiciar la obligatoriedad, generalidad, uniformidad, eficiencia, universalidad, 
accesibilidad, regularidad, calidad, continuidad, seguridad, precios equitativos y responsabilidad en la prestación de los 
servicios públicos…”; 
 
El artículo 4 de la LOEP, indica: “…Las empresas públicas son entidades que pertenecen al Estado en los términos que 
establece la Constitución de la República, personas jurídicas de derecho público, con patrimonio propio, dotadas de autonomía 
presupuestaria, financiera, económica, administrativa y de gestión. Estarán destinadas a la gestión de sectores estratégicos, la 
prestación de servicios públicos, el aprovechamiento sustentable de recursos naturales o de bienes públicos y en general al 
desarrollo de actividades económicas que corresponden al Estado. Las empresas subsidiarias son sociedades mercantiles de 
economía mixta creadas por la empresa pública, en las que el Estado o sus instituciones tengan la mayoría accionaria. Las 
empresas filiales son sucursales de la empresa pública matriz que estarán administradas; por un gerente, creadas para 
desarrollar actividades o prestar servicios de manera descentralizada y desconcentrada. Las Agencias y Unidades de Negocio 
son áreas administrativo – operativas de la empresa pública, dirigidas por un administrador con poder especial para el 
cumplimiento de las atribuciones que le sean conferidas por el representante legal de la referida empresa, que no gozan de 
personería jurídica propia y que se establecen para desarrollar actividades o prestar servicios de manera descentralizada y 
desconcentrada…”; 
 
El artículo 5 de la LOEP indica: “…La creación de empresas públicas se hará: 2. Por acto normativo legalmente expedido por 
los gobiernos autónomos descentralizados…”;  
 
El artículo 34 de la LOEP señala: “…Todo proceso de contratación de obras, bienes y servicios, incluidos los de consultoría, 
así como las contrataciones en actividades de prospección, exploración, explotación, refinación, comercialización, 
industrialización de los recursos hidrocarburíferos, las contrataciones de bienes de carácter estratégico necesarias para la defensa 
nacional, que realicen las empresas públicas, estarán sujetos al Plan Nacional de Desarrollo, con observancia del presupuesto 
nacional y empresarial, además de lo siguiente: 1. PLAN ESTRATÉGICO Y PLAN ANUAL DE CONTRATACIONES.- Las 
empresas públicas deberán contar con su Plan Estratégico y Plan Anual de Contrataciones, debidamente aprobados. Los 
criterios generales del Plan Estratégico guardarán relación con las políticas del gobierno nacional o de los gobiernos autónomos 
descentralizados, el Plan Nacional de Desarrollo y los intereses del Estado. El Plan Estratégico será una de las herramientas 
para evaluar a los administradores de las empresas…”; 
 
CÓDIGO ORGÁNICO ADMINISTRATIVO 



 

El artículo 2 del COA establece: “…Aplicación de los principios generales. En esta materia se aplicarán los principios 
previstos en la Constitución, en los instrumentos internacionales y en este Código…”; 
 
El artículo 3 del COA, determina: “…Principio de eficacia. Las actuaciones administrativas se realizan en función del 
cumplimiento de los fines previstos para cada órgano o entidad pública, en el ámbito de sus competencias…”; 
 
El artículo 4 del COA, refiere: “…Principio de eficiencia. Las actuaciones administrativas aplicarán las medidas que faciliten 
el ejercicio de los derechos de las personas. Se prohíben las dilaciones o retardos injustificados y la exigencia de requisitos 
puramente formales…”; 
 
El artículo 5 del COA, indica: “…Principio de calidad. Las administraciones públicas deben satisfacer oportuna y 
adecuadamente las necesidades y expectativas de las personas, con criterios de objetividad y eficiencia, en el uso de los recursos 
públicos…”; 
 
El artículo 7 del COA, manifiesta: “…Principio de desconcentración. La función administrativa se desarrolla bajo el criterio 
de distribución objetiva de funciones, privilegia la delegación de la repartición de funciones entre los órganos de una misma 
administración pública, para descongestionar y acercar las administraciones a las personas…”; 
 
El artículo 8 del COA, dice: “…Principio de descentralización. Los organismos del Estado propenden a la instauración de la 
división objetiva de funciones y la división subjetiva de órganos, entre las diferentes administraciones públicas…”; 
 
El artículo 9 del COA, dice: “…Principio de coordinación. Las administraciones públicas desarrollan sus competencias de 
forma racional y ordenada, evitan las duplicidades y las omisiones…”; 
 
El artículo 11 del COA, establece: “…Principio de planificación. Las actuaciones administrativas se llevan a cabo sobre la 
base de la definición de objetivos, ordenación de recursos, determinación de métodos y mecanismos de organización…” 
 
El artículo 11 del COA, determina: “…Principio de responsabilidad. El Estado responderá por los daños como consecuencia 
de la falta o deficiencia en la prestación de los servicios públicos o las acciones u omisiones de sus servidores públicos o los 
sujetos de derecho privado que actúan en ejercicio de una potestad pública por delegación del Estado y sus dependientes, 
controlados o contratistas. El Estado hará efectiva la responsabilidad de la o el servidor público por actos u omisiones dolosos o 
culposos. No hay servidor público exento de responsabilidad…”; 
 
El artículo 17 del COA, indica: “…Principio de buena fe. Se presume que los servidores públicos y las personas mantienen 
un comportamiento legal y adecuado en el ejercicio de sus competencias, derechos y deberes…”; 
 
El artículo 22 del COA, manifiesta: “…Principios de seguridad jurídica y confianza legítima. Las administraciones públicas, 
actuará bajo los criterios de certeza y previsibilidad. La actuación administrativa será respetuosa con las expectativas que 
razonablemente haya generado la propia administración pública en el pasado. La aplicación del principio de confianza legítima 
no impide que las administraciones puedan cambiar, de forma motivada, la política o el criterio que emplearán en el futuro. Los 
derechos de las personas no se afectarán por errores u omisiones de los servidores públicos en los procedimientos 
administrativos, salvo que el error u omisión haya sido inducido por culpa grave o dolo de la persona interesada…”; 
 
El artículo 25 del COA, dice: “…Principio de lealtad institucional. Las administraciones públicas respetarán, entre sí, el 
ejercicio legítimo de las competencias y ponderarán los intereses públicos implicados…”; 
 
El artículo 26 del COA, establece: “…Principio de corresponsabilidad y complementariedad. Todas las administraciones tienen 
responsabilidad compartida y gestionarán de manera complementaria, en el marco de sus propias competencias, las actuaciones 
necesarias para hacer efectivo el goce y ejercicio de derechos de las personas y el cumplimiento de los objetivos del buen vivir…”; 
 
El artículo 27 del COA, determina: “…Principio de subsidiariedad. Las administraciones de nivel territorial superior 
intervendrán cuando los objetivos de la actuación pretendida no puedan ser alcanzados en los niveles inferiores, con arreglo a 
los principios de eficacia, eficiencia, efectividad y economía. Cuando ejerzan competencias concurrentes sobre la misma materia, 
actuará la administración pública más cercana al domicilio de las personas. En caso de falta temporal de la administración 
pública competente, le corresponde la actuación a la de nivel superior en territorio. En caso de ser necesario se aplicará el 
artículo 3 del Código Orgánico de Organización Territorial, Autonomía y Descentralización…”;  
 
El artículo 28 del COA, refiere: “…Principio de colaboración. Las administraciones trabajarán de manera coordinada, 
complementaria y prestándose auxilio mutuo. Acordarán mecanismos de coordinación para la gestión de sus competencias y el 
uso eficiente de los recursos. La asistencia requerida solo podrá negarse cuando la administración pública de la que se solicita 
no esté expresamente facultada para prestarla, no disponga de medios suficientes para ello o cuando, de hacerlo, causaría un 
perjuicio grave a los intereses cuya tutela tiene encomendada o al cumplimiento de sus propias funciones. Las administraciones 
podrán colaborar para aquellas ejecuciones de sus actos que deban realizarse fuera de sus respectivos ámbitos territoriales de 



 

competencia. En las relaciones entre las distintas administraciones públicas, el contenido del deber de colaboración se desarrolla 
a través de los instrumentos y procedimientos, que, de manera común y voluntaria, establezcan entre ellas…”; 
 
Ordenanza que Regula la Constitución, Organización y Funcionamiento de la Empresa Pública de Agua Potable 
y Alcantarillado de Antonio Ante, “EPAA-AA” 
 
La Ordenanza que Regula la Constitución, Organización y Funcionamiento de la Empresa Pública de Agua Potable 
y Alcantarillado de Antonio Ante, “EPAA-AA”, en su artículo 1 establece lo siguiente: “…CONSTITUCIÓN Y 
DENOMINACIÓN. – Crease la EMPRESA PÚBLICA DE AGUA POTABLE Y ALCANTARILLADO DE ANTONIO 
ANTE EPAA-AA, como entidad de derecho público con personalidad jurídica y patrimonio propio, dotada de autonomía 
presupuestaria, financiera, económica, administrativa y de gestión, que opera sobre bases comerciales. La Empresa Pública será 
responsable de los servicios que preste a la población, ejercerá su control, y aplicara sanciones administrativas con sujeción a la 
legislación vigente, a los usuarios que en su actividad perjudiquen o afecten el funcionamiento de los sistemas que permiten la 
prestación de los servicios que brinda…”. 
 
El numeral 3 del artículo 6 de la referida ordenanza establece como uno de los fines de la empresa pública: “Procurar 
dotar el servicio de agua potable de manera eficaz, eficiente y de calidad para la gran colectividad del Cantón Antonio Ante, en 
coordinación con la participación ciudadana…”;  
 
El numeral 7 del artículo 6 de la referida ordenanza establece como uno de los fines de la empresa pública: 
“Proporcionar un sistema de alcantarillado eficaz, acorde y de conformidad al Plan de Ordenamiento Territorial…” 
 
CLÁUSULA SEGUNDA. – ANTECEDENTES: 
 
2.1. Mediante Memorando No. EPAA-AA-DT-2025-1807-M, del 17 de diciembre del 2025, el Ing. César Sebastián 

Espinosa Silva en su calidad de Analista de Mantenimiento de Agua Potable y Alcantarillado, remite atento 
comunicado al Ing. Washington Orlando Jácome Troya en su calidad de Director Técnico, por medio del 
cual remite el Informe Técnico No. IT-DT-AMAPA-18-2025 en el cual indica: “…CONCLUSIONES: * La 
Estación de Bombeo General Enríquez presentó una reducción del caudal de aproximadamente el 92%, lo cual evidenció 
una falta grave en el sistema de captación y bombeo del pozo profundo; * Durante la intervención emergente realizada 
el 15 de diciembre de 2025, se constató que la bomba sumergible presentaba daños severos en sus componente 
hidráulicos, específicamente la rotura y fisuración de los tazones, lo que ocasionó pérdidas internas y la imposibilidad 
de alcanzar el caudal normal de bombeo (25 l/s); * La inspección mediante cámara sumergible permitió identificar que, 
a partir de los 75 metros de profundidad, el encamisado del pozo presenta un avanzado estado de deterioro, con fisuras 
y roturas, lo que facilitó el ingreso de gravilla y sedimentos al interior del pozo; * Se verificó que el poso se encuentra 
colapsado, ya que el monitoreo solo pudo alcanzar los 120 metros de profundidad, encontrándose el tramo inferior 
obstruido por sedimentos acumulados, cuando en inspecciones anteriores se había logrado llegar hasta los 200 metros; 
* El ingreso continuo de material sólido generó procesos de abrasión severa, los cuales ocasionaron el daño prematuro 
de la bomba sumergible, pese a que el conjunto de la bomba – motor había sido reemplazado durante el mantenimiento 
preventivo y correctivo realizado el 19 de agosto de 2025; * El estado actual del encamisado del pozo y su colapso hacen 
técnicamente inviable la recuperación del pozo existente y el funcionamiento del sistema de bombeo, comprometiendo 
la continuidad del servicio de abastecimiento de agua a la ciudadanía de las parroquias de Natabuela, Andrade Marín 
y Atuntaqui, afectando aproximadamente a 45000 habitantes de estos sectores. RECOMENDACIONES: * En base a 
lo antes mencionado se recomienda realizar los diseños definitivos que permitan definir la perforación de un nuevo pozo 
profundo, como solución definitiva y sostenible al problema suscitado; * Para el nuevo pozo, se recomienda implementar 
un diseño adecuado del encamisado, utilizando materiales resistentes a la corrosión y sistema de filtrado eficientes, con 
el fin de evitar el ingreso de sedimentos y prolongar la vida útil del sistema de bombeo…”; 
 

2.2. Mediante Memorando No. EPAA-AA-DT-2025-1814-M del 18 de diciembre del 2025; el Ing. Washington 
Orlando Jácome Troya en su calidad de Director Técnico encargado, remite atento documento al Ing. Galo 
Aníbal Tipaz López en su calidad de Gerente General, en el cual indica: “…4. Recomendación Técnica. -  Con 
fundamento en lo expuesto, esta Dirección Técnica RECOMIENDA: 1 Declara en emergencia el poso profundo de la 
Estación de Bombeo de la Planta General Enríquez, a fin de habilitar los mecanismos administrativos, técnicos y 
financieros que permitan una respuesta inmediata y eficaz; 2. Autorizar la ejecución de acciones emergentes, orientadas 
a garantizar la continuidad mínima del servicio y mitigar el impacto a la población afectada; 3. Iniciar de manera 
prioritaria los estudios y diseños definitivos para la perforación de un nuevo pozo profundo, con un sistema de 
encamisado y filtrado técnicamente adecuado, como solución definitiva y sostenible al problema identificado. La 
declaración de emergencia permitirá actuar con la celeridad que la situación demanda y salvaguardar el servicio esencial 
de agua potable para las parroquias mencionadas del cantón Antonio Ante…”; 
 

2.3. Mediante Resolución No. EPAA-AA-GG-2025-008, del 18 de diciembre del 2025, el señor Gerente General 
de la EPAA-AA; emite dicha resolución con la cual Declara en Emergencia a la Estación de Bombeo de la 



 

Planta General Enríquez de la Empresa Pública de Agua Potable de la Empresa Pública de Agua Potable y 
Alcantarillado de Antonio Ante; 
 

2.4. La Dirección Técnica presenta el Proyecto “Perforación y Construcción de 1 pozo para la dotación de agua potable 
de las parroquias de Andrade Marín, Natabuela y Atuntaqui del cantón Antonio Ante”, suscrito por el Ing. Eduardo 
Rosero Portilla, en su calidad de Director Técnico; y el Ing. Galo Aníbal Tipaz López, en su calidad de 
Gerente General de la Empresa Pública de Agua Potable y Alcantarillado de Antonio Ante EPAA-AA; que 
en su parte pertinente indica:  
“…JUSTIFICACIÓN. –  
Ante la reducción de aproximadamente el 92 % de la capacidad de bombeo de estación General Enríquez y considerando 
la criticidad del sistema para el abastecimiento continuo de agua potable, se procedió a realizar una planificación y 
coordinación inmediata, en la cual se resolvió ejecutar una intervención de carácter emergente, consistente en la 
inspección técnica y el mantenimiento correctivo de la estación de bombeo. Dicha intervención fue programada para el 
día lunes 15 de diciembre de 2025, con el objetivo de identificar las causas técnicas que originaron la disminución del 
caudal, evaluar el estado de los equipos electromecánicos y definir las acciones correctivas necesarias para restablecer el 
funcionamiento óptimo y seguro de la estación de bombeo. El día lunes 15 de diciembre de 2025 se procedió a ejecutar 
las actividades de intervención y mantenimiento emergente en la estación de bombeo, iniciando con el desmontaje de la 
columna de tubería de acero inoxidable de 6 pulgadas de diámetro, la cual se encontraba conformada por diecisiete (17) 
tramos de tubería cada uno de 6 metros, así como del cable plano sumergible y del conjunto motor–bomba. Durante la 
inspección visual y técnica de la tubería y sus uniones, se verificó que estas no presentaban daños estructurales, fisuras, 
deformaciones ni fugas, encontrándose en condiciones operativas aceptables. No obstante, al realizar la inspección 
detallada del conjunto bomba–motor, se constató que la bomba presentaba daños significativos por desgaste y roturas, 
evidenciados principalmente en los tazones, los cuales se encontraban fisurados (rotos). Esta condición generaba 
pérdidas internas (fugas), impidiendo que la bomba pudiera impulsar el caudal requerido, lo que explicaba la 
considerable disminución del caudal de operación registrada previamente. Adicionalmente, se detectó la presencia de 
material sólido tipo gravilla (piedras de pequeño tamaño) tanto en el interior como en el exterior de la bomba, lo cual 
constituye un factor determinante en el deterioro prematuro de la bomba. La abrasión provocada por dicho material 
sólido habría contribuido de manera directa a la rotura de los tazones y al desgaste general de la bomba, ocasionando la 
falla del equipo y la reducción significativa de su eficiencia hidráulica. Posteriormente, se procedió a realizar el 
monitoreo interno del pozo mediante cámara sumergible, a través del cual se pudo constatar que a partir de los 75 
metros de profundidad el encamisado del pozo presentaba un avanzado estado de desgaste, evidenciado por la presencia 
de fisuras y roturas en la camisa. Estas deficiencias estructurales permitían el ingreso de material sólido tipo gravilla 
al interior del pozo, el cual era posteriormente absorbido por la bomba durante su operación, generando procesos de 
abrasión severa que ocasionaron la rotura de los tazones de la bomba y, en consecuencia, la pérdida de eficiencia 
hidráulica y la reducción significativa del caudal bombeado. Se continuó con la introducción de la cámara sumergible 
hasta alcanzar una profundidad aproximada de 120 metros, punto a partir del cual no fue posible continuar con el 
monitoreo, debido a que el pozo se encontraba obstruido o taponado por acumulación de sedimentos. Cabe destacar que, 
en monitoreos realizados con anterioridad, se había logrado inspeccionar el pozo hasta una profundidad de 
aproximadamente 200 metros, lo cual evidencia que la obstrucción actual corresponde a un colapso del pozo, ocasionado 
por el ingreso continuo de material fino y gravilla a través del encamisado deteriorado. Con la paralización suscitada 
en la estación de bombeo General Enríquez debido al daño estructural del encamisado del pozo, esto tendrá un impacto 
considerable en el abastecimiento y continuidad del servicio de agua potable a la ciudadanía especialmente de las 
parroquias de Natabuela, Andrade Marín y Atuntaqui, afectando aproximadamente a 45000 habitantes de estos 
sectores. El estado actual del encamisado del pozo y su colapso hacen técnicamente inviable la recuperación del pozo 
existente y el funcionamiento del sistema de bombeo, comprometiendo la continuidad del servicio de abastecimiento de 
agua a la ciudadanía, por lo que es necesario y emergente realizar la perforación y construcción de un nuevo pozo como 
solución definitiva y sostenible al problema suscitado como solución definitiva y sostenible al problema suscitado.  
OBJETIVO GENERAL. –  
Gestionar la transferencia de los recursos económicos desde el Gobierno Autónomo Descentralizado Municipal de 
Antonio Ante hacia la Empresa Pública de Agua Potable y Alcantarillado de Antonio Ante, con el propósito de ejecutar 
el proceso de contratación por emergencia para la perforación y construcción de un pozo, destinado a la dotación de 
agua potable a las parroquias de Andrade Marín, Natabuela y Atuntaqui del cantón Antonio Ante, garantizando la 
continuidad y mejora del servicio de abastecimiento de agua potable. 
OBJETIVOS ESPECÍFICOS. –  
 Obtener la disponibilidad presupuestaria requerida, mediante la transferencia de fondos asignados al proyecto desde 

el GAD Municipal de Antonio Ante hacia la Empresa Pública de Agua Potable y Alcantarillado de Antonio Ante.  
 Ejecutar el procedimiento de contratación pública bajo la modalidad de emergencia, en estricto cumplimiento de la 

normativa legal y reglamentaria vigente.  
 Contribuir al mejoramiento del acceso, continuidad y calidad del servicio de agua potable para la población del 

cantón Antonio Ante, beneficiando a las parroquias de Andrade Marín, Natabuela y Atuntaqui.  
ALCANCE. –  
El presente proyecto, a ser ejecutado bajo la modalidad de contratación por emergencia, tiene como alcance atender de 
manera inmediata, técnica y eficaz la situación crítica de déficit en la disponibilidad de agua potable que afecta al cantón 
Antonio Ante, mediante la incorporación de una nueva fuente segura de abastecimiento a través de la perforación y 



 

puesta en operación de un pozo profundo. Su ejecución permitirá mitigar los riesgos sanitarios y sociales asociados a la 
escasez de agua, garantizar la continuidad del servicio público esencial y reducir la vulnerabilidad del sistema de 
abastecimiento frente a eventos adversos, como sequías prolongadas o fallas en las fuentes existentes. Asimismo, el 
proyecto contribuirá a restablecer y fortalecer la capacidad operativa de la Empresa Pública de Agua Potable y 
Alcantarillado de Antonio Ante, asegurando una respuesta oportuna ante la emergencia declarada y generando 
beneficios directos en la protección de la salud pública, la estabilidad del servicio y el bienestar de la población de las 
parroquias de Andrade Marín, Natabuela y Atuntaqui, en estricto cumplimiento de la normativa legal y técnica 
vigente. 
BENEFICIO EFICIENCIA Y EFECTIVIDAD DEL PROYECTO. –  
BENEFICIO. -   
La perforación y construcción de un nuevo pozo para el abastecimiento de agua potable constituye una solución técnica 
inmediata y sostenible para superar la emergencia generada por el colapso del pozo actual, garantizando la continuidad 
del servicio y evitando el desabastecimiento de la población. Esta intervención permite restablecer una fuente confiable 
y controlada de agua, Asimismo, el nuevo pozo fortalece la seguridad hídrica del sistema, optimiza la operación a 
mediano y largo plazo y asegura condiciones adecuadas de calidad y cantidad de agua para atender las necesidades 
presentes y futuras.  
EFICIENCIA. -   
La perforación y construcción de un nuevo pozo para el abastecimiento de agua potable representa una alternativa 
altamente eficiente para superar la emergencia ocasionada por el colapso del pozo actual, ya que permite restablecer el 
servicio en plazos controlados, con una solución técnica directa y de operación continua. Esta opción optimiza el uso 
del recurso hídrico subterráneo, reduce costos asociados a medidas temporales de abastecimiento y minimiza riesgos 
sanitarios derivados de la interrupción del suministro.  
EFECTIVIDAD. -   
La perforación y construcción de un nuevo pozo para el abastecimiento de agua potable es una medida altamente efectiva 
para superar la emergencia provocada por el colapso del pozo actual, al permitir restablecer de manera oportuna y 
confiable el suministro de agua a la población. Esta acción asegura una fuente alternativa segura y continua, reduce la 
dependencia de soluciones provisionales y mitiga los riesgos sanitarios asociados a la falta de agua potable. 
PROPUESTA TÉCNICA. –  
El presente proyecto comprende la ejecución integral de los trabajos necesarios para la perforación, construcción, 
equipamiento y puesta en operación de un (1) pozo profundo para abastecimiento de agua potable, orientado a fortalecer 
la capacidad de producción hídrica del sistema de agua potable del cantón Antonio Ante, en beneficio directo de las 
parroquias de Andrade Marín, Natabuela y Atuntaqui. El alcance técnico incluye, en una primera etapa, la 
movilización, instalación y puesta en marcha de equipos especializados de perforación, así como la ejecución de un pozo 
exploratorio, mediante perforación con diámetro de 8 ½”, acompañado del correspondiente registro eléctrico del pozo, 
con el fin de caracterizar las condiciones geológicas, estratigráficas e hidrogeológicas del subsuelo, identificar acuíferos 
productivos y definir los parámetros técnicos para el diseño del pozo definitivo. Con base en los resultados obtenidos, 
se procederá a la perforación del pozo definitivo, mediante diámetros escalonados de 12 ¼”, 17” y 20”, conforme a 
criterios técnicos de estabilidad y diseño hidráulico. Se contempla el suministro e instalación de ademes de acero cédula 
40, así como la colocación de cribas de acero inoxidable tipo slot, garantizando una adecuada captación del acuífero, la 
protección estructural del pozo y la optimización del flujo de agua hacia el sistema de bombeo. Asimismo, el proyecto 
incluye el suministro e instalación del equipamiento electromecánico, compuesto por tubería de acero inoxidable AISI 
304 y AISI 316, uniones roscadas NPT de alta resistencia, bomba sumergible tipo lápiz con caudal de diseño de 30 l/s, 
motor electro sumergible de 75 HP, cable sumergible plano trifásico AWG 1/0 con conductor de puesta a tierra, y cable 
de acero inoxidable para sujeción del conjunto, todos seleccionados de acuerdo con las condiciones hidráulicas y 
mecánicas del pozo. El alcance contempla además la colocación de empaque filtrante con piedrilla lavada natural de río, 
de granulometría adecuada y arista redondeada, así como la ejecución de sellos sanitarios mediante relleno con material 
arcilloso, con el fin de evitar la migración de contaminantes y proteger la calidad del agua subterránea. Se incluye la 
construcción del dado y plataforma de hormigón simple, con resistencia f’c = 210 kg/cm², la instalación del collar 
flotador y el brocal del pozo, asegurando condiciones óptimas de operación, mantenimiento y seguridad. Finalmente, el 
proyecto abarca la limpieza y desarrollo del pozo, hasta alcanzar condiciones hidráulicas estables, la ejecución de la 
prueba de bombeo, para la determinación de parámetros como caudal, abatimiento y recuperación, así como la 
realización de análisis físico-químico y microbiológico del agua, conforme a la normativa vigente. Como producto final, 
se entregará un informe técnico integral, que incluirá cálculos hidráulicos, perfiles estratigráficos, resultados de 
pruebas, conclusiones y recomendaciones técnicas para la correcta operación del pozo. 
CONCLUSIONES. –  
 El proyecto “Perforación y Construcción de 1 Pozo para la Dotación de Agua Potable de las parroquias de Andrade 

Marín, Natabuela y Atuntaqui del cantón Antonio Ante” constituye una alternativa técnica viable y prioritaria 
para fortalecer el sistema de abastecimiento de agua potable, garantizando una fuente adicional y segura de 
suministro para la población beneficiaria.  

 La ejecución del proyecto permitirá mejorar la continuidad, cobertura y confiabilidad del servicio de agua potable, 
mitigando los riesgos asociados a la insuficiencia de caudales, fallas operativas del sistema actual y posibles 
escenarios de desabastecimiento, especialmente en épocas de estiaje o incremento de la demanda.  



 

 Desde el punto de vista técnico y operativo, la perforación y construcción del pozo, junto con la implementación de 
la infraestructura necesaria para su puesta en funcionamiento, contribuirá a optimizar la gestión del recurso hídrico 
subterráneo, en concordancia con criterios de sostenibilidad, eficiencia y normativa técnica vigente.  

 El proyecto se enmarca dentro de las competencias institucionales orientadas a garantizar el acceso al agua potable 
como un servicio básico esencial, respondiendo a una necesidad real y justificada de las parroquias beneficiadas, con 
un presupuesto referencial de USD. 206.975,08 (Doscientos seis mil novecientos setenta y cinco con 08/100 
dólares de los Estados Unidos de América) considerado acorde al alcance y características técnicas de la 
intervención.  

 En base al presupuesto referencial sin IVA de $206.975,08 se evidencia que el aporte de la EPAA-AA asciende a 
$66.975,08 lo que representa el 32,26% del total referido, mientras que el aporte del GADMAA es de 
$140.000,00 equivalente al 67,64%. Estos porcentajes evidencian la participación relativa de cada entidad en la 
cobertura del presupuesto del proyecto.  

RECOMENDACIONES. –  
 Se recomienda desarrollar y priorizar el trámite administrativo, técnico y financiero correspondiente para la 

ejecución del proyecto “Perforación y Construcción de 1 Pozo para la Dotación de Agua Potable de las parroquias 
de Andrade Marín, Natabuela y Atuntaqui del cantón Antonio Ante”, considerando el presupuesto referencial de 
USD. 206.975,08 (Doscientos seis mil novecientos setenta y cinco con 08/100 dólares de los Estados 
Unidos de América), a fin de atender oportunamente la necesidad identificada.  

 Se sugiere que el proceso de contratación contemple criterios técnicos especializados, experiencia comprobada y 
cumplimiento de la normativa vigente, garantizando la calidad de los trabajos de perforación, construcción, 
equipamiento y pruebas del pozo.  

 Se recomienda realizar un adecuado seguimiento y fiscalización durante la ejecución del proyecto, asegurando que 
las actividades se desarrollen conforme a los estudios técnicos, especificaciones y cronograma establecido. 

 Finalmente, se aconseja prever acciones complementarias de operación y mantenimiento del pozo, así como su 
integración al sistema existente, con el fin de asegurar su funcionamiento eficiente y sostenible en el largo plazo…”; 

 
2.5. Mediante Memorando No. EPAA-AA-DAF-2026-0161-M, del 17 de marzo del 2026, la Mgs. Doris Licet 

Morillo Rodríguez, en su calidad de Directora Administrativa Financiera, remite al Ing. Mauricio Eduardo 
Rosero Portilla el documento de compromiso presupuestario, e indica: “…es importante señalar que el valor 
solicitado corresponde al aporte institucional de la EPAA-AA, considerando que la diferencia del monto total del 
proyecto será financiado mediante aporte del GAD Municipal de Antonio Ante, en el marco de la cooperación 
interinstitucional para la ejecución de esta obra…”;  
 

2.6. Se cuenta con el compromiso presupuestario No. 117 del 17 de marzo del 2026; que contiene la Partida 
Presupuestaria No. 7.5.01.13.02, denominada “Explotación de Aguas Subterráneas General Enríquez”, por el 
monto de USD.77.050,00 (SETENTA Y SIETE MIL CINCUENTA 00/100 DÓLARES DE LOS ESTADOS 
UNIDOS DE AMÉRICA), emitida por el Lic. Marco Vinicio Villegas Paredes en su calidad de Contador 
General y la Mgs. Doris Licet Morillo Rodríguez en su calidad de Directora Administrativa Financiera de la 
Empresa Pública de Agua Potable y Alcantarillado de Antonio Ante EPAA-AA. 

 
2.7. Mediante Oficio Nro. EPAA-AA-GG-2026-0117-OF, de fecha 18 de marzo de 2026, firmado electrónicamente 

por el Ing. Galo Aníbal Tipaz López, Gerente General de la Empresa Pública de Agua Potable y 
Alcantarillado de Antonio Ante EPAA-AA, solicita a la alcaldía de Antonio Ante, lo siguiente: “…mediante 
memorando Nro. EPAA-AA-DAJ-2026-0080-M, de fecha 18 de marzo de 2026, emitido por el Abg. Ivanhoe Josafat 
Mafla Yepez, DIRECTOR DE ASESORIA JURÍDICA, menciona:…se ha procedido a realizar el borrador de 
convenio…Por lo expuesto, me dirijo a Ud., de la manera más cordial para la entrega del documento mencionado para 
su revisión y continuidad al trámite administrativo correspondiente… ” 

 

2.8. Se cuenta con la certificación presupuestaria 111-GADM-AA-DF-P, disponibilidad 113, de fecha 24 de marzo 
del 2026, que contiene la partida presupuestaria Nro. 367.7.8.01.03.08, denominada “Convenio EPAA”, por el 
monto de USD.$. 140.000,00 (CIENTO CUARENTA MIL 00/100 DÓLARES DE LOS ESTADOS UNIDOS 
DE AMÉRICA), emitida por la Ing. Jenny Beltrán, Directora Financiera del GADMAA;  
 

2.9. Mediante memorando Nro. MAA-DOPA-2026-238-ST, de fecha 19 de marzo de 2026, firmado 
electrónicamente por el Ing. Juan Germánico Báez Medina, Director de Obras Públicas y Ambiente del 
GADMAA, indica: “…Una vez revisados y analizados los informes remitidos…Con base en el análisis técnico y legal 
se concluye que: La suscripción del Convenio de Cooperación Interinstitucional Nro. EPAA-AA-GADMAA-2026-001 
es legal y técnicamente factible…Por lo expuesto esta Dirección recomienda: Aprobar la suscripción del convenio 
interinstitucional…” 

 

2.10. Se cuenta con el informe legal emitido por la Procuraduría Síndica del GAD Municipal de Antonio Ante, a 
través del cual se establece la recomendación de que el convenio propuesto, sea puesto a consideración del 



 

Concejo Municipal para efectos de que autorización conforme lo determina el literal n) del artículo 60 del 
COOTAD; 

 
CLÁUSULA TERCERA. – OBJETO: 
 
El presente convenio tiene por objeto establecer la cooperación interinstitucional entre el Gobierno Autónomo 
Descentralizado Municipal del cantón Antonio Ante GADM-AA y la Empresa Pública de Agua Potable y 
Alcantarillado de Antonio Ante EPAA-AA; para la “PERFORACIÓN Y CONSTRUCCIÓN DE 1 POZO PARA LA 
DOTACIÓN DE AGUA POTABLE DE LAS PARROQUIAS DE ANDRADE MARÍN, NATABUELA Y ATUNTAQUI 
DEL CANTÓN ANTONIO ANTE”, conforme a los informes y proyectos técnicos presentados y a las Resoluciones 
No. EPAA-AA-GG-2025-008 y EPAA-AA-GG-2026-001, mediante las cuales se establecen la Declaratoria de 
Emergencia y la Ampliación Excepcional de la Declaratoria de Emergencia de la Estación de Bombeo de la Planta 
General Enríquez de la Empresa Pública de Agua Potable y Alcantarillado de Antonio Ante, EPAA-AA.  
 
Detalle de los aportes institucionales 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
Presupuesto referencial 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

CLÁUSULA CUARTA. – OBLIGACIONES DE LAS PARTES: 
 
Las partes acuerdan, que las obligaciones a las que se someten cada una de ellas serán: 
 
GOBIERNO AUTÓNOMO DESCENTRALIZADO DEL CANTÓN ANTONIO ANTE, se obliga a:   
 

a. Cooperar con la Empresa Pública de Agua Potable y Alcantarillado de Antonio Ante, EPAA-AA, a través de 
una contribución económica, realizada mediante transferencia bancaria, para la “PERFORACIÓN Y 
CONSTRUCCIÓN DE 1 POZO PARA LA DOTACIÓN DE AGUA POTABLE DE LAS PARROQUIAS DE 
ANDRADE MARÍN, NATABUELA Y ATUNTAQUI DEL CANTÓN ANTONIO ANTE”; conforme lo indica el 
Proyecto presentado; por el valor de USD. 140.000,00 (CIENTO CUARENTA MIL 00/100 DÓLARES DE LOS 
ESTADOS UNIDOS DE AMÉRICA), de conformidad a la certificación presupuestaria 111-GADM-AA-DF-P, 
disponibilidad 113, de fecha 24 de marzo del 2026, que contiene la partida presupuestaria Nro. 
367.7.8.01.03.08, denominada “Convenio EPAA”, por el monto de USD.$. 140.000,00 (CIENTO CUARENTA 
MIL 00/100 DÓLARES DE LOS ESTADOS UNIDOS DE AMÉRICA), emitida por la Ing. Jenny Beltrán, 
Directora Financiera del GADMAA 
 

b. Vigilar, controlar y supervisar a través del administrador del convenio, la correcta ejecución del objeto y de 
los compromisos y actividades determinadas en el objeto del presente instrumento;  

 
c. Requerir, a través del administrador del convenio, el informe de ejecución técnico-financiero, amplio y 

suficiente, con los elementos de justificación y verificación correspondientes, para efectos del cierre y 
liquidación del convenio, dentro de los plazos perentorios establecidos 

 
EMPRESA PÚBLICA DE AGUA POTABLE Y ALCANTARILLADO DE ANTONIO ANTE, EPAA-AA, se obliga 
a: 

a. Aportar con recursos, conforme el compromiso presupuestario No. 117 del 17 de marzo del 2026; que contiene 
la Partida Presupuestaria No. 7.5.01.13.02, denominada “Explotación de Aguas Subterráneas General Enríquez”, 
por el monto de USD.77.050,00 (SETENTA Y SIETE MIL CINCUENTA 00/100 DÓLARES DE LOS ESTADOS 
UNIDOS DE AMÉRICA) para la ejecución del proyecto y el objeto del presente instrumento 
 

b. Invertir, destinar y utilizar de manera eficaz, eficiente y adecuadamente los aportes realizados por el Gobierno 
Autónomo Descentralizado Municipal del cantón Antonio Ante GADM-AA, para la ejecución del presente 
Convenio de Cooperación Interinstitucional y rendir cuentas de los mismos; 

 
c. Cumplir con los procedimientos administrativos, técnicos y legales pertinentes de conformidad a la ley, que 

permita desarrolla de manera óptima el objeto del presente convenio; 
 

d. Emitir y entregar el informe técnico financiero de ejecución correspondiente amplio y suficiente, respecto de 
la utilización de los recursos invertidos, a través del cual se justificará las inversiones y procesos realizados.   

 
CLÁUSULA QUINTA. – ADMINISTRACIÓN Y CONTROL:   
 

 El Gobierno Autónomo Descentralizado Municipal del cantón Antonio Ante, designa como Administrador 
del presente Convenio, al Ing. Juan Germánico Báez Medina, en su calidad de Director de Obras Públicas y 
Ambiente del GADM-AA; 

 

 La Empresa Pública de Agua Potable y Alcantarillado de Antonio Ante, designa como Administrador del 
presente Convenio, al Ing. Mauricio Eduardo Rosero Portilla, en su calidad de Director Técnico encargado de 
la EPAA-AA;  

 
Los administradores designados velarán por el cabal cumplimiento de los compromisos adquiridos por las partes, 
a través de este instrumento, observando las atribuciones propias del administrador contemplados en la ley que 
regula la contratación pública y las normas de control interno de la CGE en lo que fuera aplicable y pertinente; en 
función de sus responsabilidades, presentarán el Informe correspondiente de las actividades desarrolladas dentro 
del marco de los compromisos adquiridos por las partes intervinientes, elemento que será habilitante para el cierre 
del presente Convenio. Para efectos de cierre y liquidación, se establece el plazo perentorio de 45 días, contados a 
partir de la terminación del plazo establecido en este instrument, sin perjucio de realizarlo antes. El Acta de cierre 
(liquidación) deberá suscribirse por la Administración del convenio y los representantes legales de las entidades 
cooperantes. 
 



 

En caso de no suscribirse el acta de cierre y liquidación, en el período perentorio establecido, por causas imputables 
a cualquiera de las partes cooperantes, sin que medie razones de justificación que motiven la ampliación de dicho 
plazo, se considerará incumplimiento y, en consecuencia, el cooperante (servidor público) que genere el retraso, 
cancelará una penalidad equivalente al 1%o diario calculado del valor total sumados los aportes del convenio. 
 
De requerirse cambio/sustitución del representante institucional para la administración del convenio, bastará una 
comunicación entre las partes intervinientes, para su conocimiento y fines pertinentes. En este escenario, el 
administrador saliente deberá presentar un informe técnico del estado de ejecución del convenio, con el fin de que 
el nuevo administrador designado asuma el cargo con elementos suficientes para la gestión. Las partes 
intervinientes podrán cambiar de administrador en cualquier tiempo, para lo cual bastará enviar a la contraparte 
la respectiva comunicación (la designación deberá observar la idoneidad de competencia y perfil para el ejercicio 
del cargo) por escrito o por correo electrónico, sin que sea necesario la modificación del texto del presente 
instrumento. 
 
CLÁUSULA SEXTA. - MODIFICACIONES, ACLARACIONES, AMPLIACIONES 
 
El presente instrumento podrá ser modificado, aclarado o ampliado, previa petición motivada de cualquiera de las 
partes intervinientes, para el efecto, se contará con el informe de validación por parte del administrador el convenio, 
siempre que no implique modificación o desnaturalización del objeto del convenio o incrementos de presupuesto. 
 
Cuando por efectos de gestión operativa, dentro de la ejecución de los compromisos y actividades tendientes al 
cumplimiento del objeto del convenio, se produzcan eventos de carácter fortuito, fuerza mayor, circunstancias 
técnicas, administrativas o económicas verificadas, que requieran cambio, modificación o reprogramación de 
actividades contempladas en el proyecto de ejecución, estas podrán ser autorizadas por parte del administrador 
del convenio, previa petición motivada de la contraparte y validación/verificación a través de un informe técnico 
emitido por el administrador. 
 
Las autorizaciones de modificación, aclaración o ampliación de las condiciones del convenio, deberán observar 
principios de eficacia, eficiencia, integralidad y optimización de los recursos públicos, que sean orientadas a la 
mejora y buen desempeño del proyecto, siempre que no impliquen modificación o desnaturalización del objeto 
convencional ni modificaciones (aumentos/disminución) del presupuesto. 
 
CLÁUSULA SEPTIMA. – PLAZO:  
 
El plazo de ejecución del presente instrumento será de 120 días, contados a partir de la disponibilidad de recursos 
en la Empresa Pública de Agua Potable y Alcantarillado de Antonio Ante EPAA-AA; tiempo en el que se cumplirá 
con la ejecución del Proyecto “Perforación y Construcción de 1 pozo de dotación de agua potable de las parroquias de 
Andrade Marín, Natabuela y Atuntaqui del cantón Antonio Ante”; este plazo que podrá ser ampliado, de mutuo acuerdo 
entre las partes, previa solicitud debidamente motivada en función de los intereses institucionales y validación 
emitida por la administración del convenio 
 
CLAÚSLA OCTAVA. - COMPROMISOS LABORALES:  
 
Por la naturaleza de este convenio, ninguno de los comparecientes adquiere relación laboral, contractual, ni 
responsabilidad patronal solidaria alguna respecto del personal de la contraparte cooperante que participe de las 
actividades que se generen en el marco del presente convenio 

 
 

CLÁUSULA NOVENA. – TERMINACIÓN:  
 
El presente convenio podrá darse por terminado antes de la fecha de su vencimiento por mutuo acuerdo entre las 
partes, o en el caso de que una de las dos instituciones así lo decidiera por causas de incumplimiento o 
incenveniencia. Sin embargo, el Gobierno Autónomo Descentralizado Municipal del cantón Antonio Ante, se 
reserva el derecho de dar por terminado de forma anticipada y unilateral la vigencia del presente convenio en caso 
de existir incumplimiento del objeto y obligaciones establecidas en el convenio, por parte de la Empresa Pública de 
Agua Potable y Alcantarillado de Antonio Ante EPAA-AA,  
 
Además, la terminación convencional aplicara en función de las siguientes causas:  

 Por cumplimiento de las obligaciones contraídas por el presente instrumento. 

 Por cumplimiento del plazo estipulado en el presente instrumento; 

 Por mutuo acuerdo de las partes, o por situaciones de caso fortuito o fuerza mayor debidamente comprobadas; 
y,  



 

 Por incumplimiento de las obligaciones contraídas, para este caso la parte que incumple deberá ser requerida 
por la otra a fin de que en el término de cinco días justifique su incumplimiento, si esta explicación no fuere 
convincente a criterio de la parte requirente, se suscribirá la correspondiente acta de finiquito; evento ante el 
cual el Gobierno Autónomo Descentralizado Municipal del cantón Antonio Ante se reserva el derecho de 
emitir el título de crédito correspondiente y/o ejercer cualquier acción orientada a la restitución de los valores 
entregados en virtud del presente instrumento. 

 
CLÁUSULA DECIMA. -  CONTROVERSIAS:  
 
Las partes aplicará el principio de buena fe en todas las acciones derivadas del presente Convenio por lo que 
pondrán todo su contingente para el cumplimiento efectivo del mismo. Sin embargo, en el evento de suscitarse 
divergencias en la aplicación del convenio, procuraran solucionarlas en forma directa, mediante el dialogo y 
mecanismos de amigable composición, a través de sus máximas autoridades, pudiendo, de considerarlo pertinente 
concurrir ante el Centro de Mediación de la Unidad Judicial Multicompetente de Antonio Ante. 
 
Agotados los mecanismos de solución y de encontrar vía de finalización de la controversia, renuncian fuero y se 
someten a las condiciones de jurisdicción ordinaria, ante la autoridad judicial competente 
 
CLÁUSULA DECIMA PRIMERA. – DOCUMENTOS HABILITANTES:  
 
Forman parte constitutiva del presente convenio de cooperación interinstitucional los siguientes documentos: 

 Cédula y certificado de votación de los comparecientes; 

 Nombramiento de los intervinientes que acreditan representación, capacidad y calidad legal en la que 
comparecen; RUC institucionales 

 Proyecto de ejecución que justifica la cooperación  

 Certificación Presupuestaria GADMAA; 

 Certificación Presupuestaria EPAA-AA; 

 Certificación de Resolución del Concejo Municipal, 

 Informes técnicos de sustento. 
 
CLÁUSULA DÉCIMA SEGUNDA. - DOMICILIO Y NOTIFICACIONES: 
Para todos los efectos de este convenio o que se deriven del mismo, inclusive en caso de controversias descritas en 
la cláusula que precede, las PARTES convienen en señalar su domicilio, en las siguientes direcciones: 
 
GADM-AA: 

DIRECCIÓN: Calle Río Amazonas y Av. Julio Miguel Aguinaga, ciudad de Atuntaqui, cantón Antonio Ante, provincia de 
Imbabura. 

TELÉFONO (06) 2433412 

CORREO.: municipio@antonio.ante.gob.ec/baezj@antonioante.gob.ec 

 
EPAA-AA: 

DIRECCIÓN: Calle Bolívar y Calle González Suárez, ciudad de Atuntaqui, cantón Antonio Ante, provincia de Imbabura. 

TELÉFONO (06) 2906823 

CORREO.: roserom@epaa.gob.ec     

 
CLÁUSULA DÉCIMA TERCERA. - ACEPTACIÓN: 
Para constancia y conformidad de lo estipulado, las partes intervinientes, aceptan y ratifican el contenido íntegro 
del presente instrumento, para el efecto suscriben en ejemplares de igual valor y contenido legal. 
 
Dado y firmado el día 26 días del mes de marzo del 2026. 

 
 
 
 
 
 

 

Abg. César Escobar Vallejos Ing. Galo Aníbal Tipaz López 
ALCALDE GERENTE GENERAL 

GOBIERNO AUTÓNOMO 
DESCENTRALIZADO MUNICIAL DEL 

CANTÓN ANTONIO ANTE 

EMPRESA PÚBLICA DE AGUA POTABLE Y 
ALCANTARILLADO DE ANTONIO ANTE 

GADM-AA EPAA-AA 
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